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Corte Constitucional
	 
          

     COMUNICADO No. 19
        Mayo 15 y 16 de 2013
 


La ausencia de certeza, pertinencia y suficiencia de los cargos de inconstitucionalidad esgrimidos contra la Ley 1482 de 2011, no permitieron que la Corte pudiera realizar una examen de fondo de la demanda
	     IV.  EXPEDIENTE D-8992   -   SENTENCIA  C-282/13   (Mayo 16)

           M.P. Luis Guillermo Guerrero Pérez



1.
Norma acusada

LEY 1482 DE 2011
(noviembre 30)

Por medio de la cual se modifica el Código Penal y se establecen otras disposiciones

TÍTULO I
DISPOSICIONES GENERALES. 

ARTÍCULO 1o. OBJETO DE LA LEY. Esta ley tiene por objeto garantizar la protección de los derechos de una persona, grupo de personas, comunidad o pueblo, que son vulnerados a través de actos de racismo o discriminación.

ARTÍCULO 2o. El Título I del Libro II del Código Penal tendrá un Capítulo IX, del siguiente tenor:

CAPÍTULO IX. 

De los actos de discriminación 

ARTÍCULO 3o. El Código Penal tendrá un artículo 134A del siguiente tenor:

Artículo 134A. Actos de Racismo o discriminación. El que arbitrariamente impida, obstruya o restrinja el pleno ejercicio de los derechos de las personas por razón de su raza, nacionalidad, sexo u orientación sexual, incurrirá en prisión de doce (12) a treinta y seis (36) meses y multa de diez (10) a quince (15) salarios mínimos legales mensuales vigentes.
ARTÍCULO 4o. El Código Penal tendrá un artículo 134B del siguiente tenor:

Artículo 134B. Hostigamiento por motivos de raza, religión, ideología, política, u origen nacional, étnico o cultural. El que promueva o instigue actos, conductas o comportamientos constitutivos de hostigamiento, orientados a causarle daño físico o moral a una persona, grupo de personas, comunidad o pueblo, por razón de su raza, etnia, religión, nacionalidad, ideología política o filosófica, sexo u orientación sexual, incurrirá en prisión de doce (12) a treinta y seis (36) meses y multa de diez (10) a quince (15) salarios mínimos legales mensuales vigentes, salvo que la conducta constituya delito sancionable con pena mayor.
ARTÍCULO 5o. El Código Penal tendrá un artículo 134C del siguiente tenor:

Artículo 134C. Circunstancias de agravación punitiva. Las penas previstas en los artículos anteriores, se aumentarán de una tercera parte a la mitad cuando:

1. La conducta se ejecute en espacio público, establecimiento público o lugar abierto al público.

2. La conducta se ejecute a través de la utilización de medios de comunicación de difusión masiva.

3. La conducta se realice por servidor público.

4. La conducta se efectúe por causa o con ocasión de la prestación de un servicio público.

5. La conducta se dirija contra niño, niña, adolescente, persona de la tercera edad o adulto mayor.

6. La conducta esté orientada a negar o restringir derechos laborales.
ARTÍCULO 6o. El Código Penal tendrá un artículo 134D del siguiente tenor:

Artículo 134D. Circunstancias de atenuación punitiva. Las penas previstas en los artículos anteriores, se reducirán en una tercera parte cuando:

1. El sindicado o imputado se retracte públicamente de manera verbal y escrita de la conducta por la cual se le investiga.

2. Se dé cumplimiento a la prestación del servicio que se denegaba.
ARTÍCULO 7o. Modifíquese el artículo 102 del Código Penal.

Artículo 102. Apología del genocidio. El que por cualquier medio difunda ideas o doctrinas que propicien, promuevan, el genocidio o el antisemitismo o de alguna forma lo justifiquen o pretendan la rehabilitación de regímenes o instituciones que amparen prácticas generadoras de las mismas, incurrirá en prisión de noventa y seis (96) a ciento ochenta (180) meses, multa de seiscientos sesenta y seis punto sesenta y seis (666.66) a mil quinientos (1.500) salarios mínimos legales mensuales vigentes, e inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas de ochenta (80) a ciento ochenta (180) meses.
ARTÍCULO 8o. VIGENCIA. La presente ley rige a partir de su promulgación y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias.
2.
Decisión 

Declararse INHIBIDA para emitir pronunciamiento de fondo acerca de la constitucionalidad de la Ley 1482 de 2011 “por medio de la cual se modifica el Código Penal y se establecen otras disposiciones”
3.
Síntesis de los fundamentos 

La Corte encontró que, pese a que en su momento, el demandante intentó corregir las deficiencias de la demanda observadas desde un comienzo por el magistrado ponente, en realidad, las acusaciones formuladas por violación del principio de legalidad, el derecho de igualdad, las libertades de conciencia, de religión y de expresión, parten de un alcance de la ley del que realmente carece, pues no logra demostrar por qué las conductas punibles impugnadas criminalizan el ejercicio de libertades fundamentales. Constató, que los cargos de inconstitucionalidad se estructuraron sobre la base de un entendimiento de las disposiciones legales impugnadas que no corresponde a su contenido dispositivo y que los cuestionamientos expuestos por el actor versan más sobre hipotéticas aplicaciones de las normas acusadas, que de su contradicción con el ordenamiento constitucional. 

Por lo expuesto, la carencia de certeza, pertinencia y suficiencia de los cargos planteados, que no logra estructurar una duda razonable sobre la inconstitucionalidad de los preceptos impugnados, condujo a que lo procedente fuera la inhibición de la Corte para proferir un fallo de fondo sobre la presente demanda. 

4.
Salvamentos y aclaraciones de voto

Los magistrados Mauricio González Cuervo, Nilson Pinilla Pinilla y Jorge Ignacio Pretelt Chaljub se apartaron de la decisión inhibitoria, como quiera que en su concepto, la demanda instaurada contra la Ley 1482 de 2011 en esta oportunidad, cumplía con los requisitos para emitir un pronunciamiento de fondo.

El magistrado González Cuervo salvó el voto porque a su juicio: 1. La demanda contenía razones jurídicas suficientes para suscitar dudas razonables sobre la constitucionalidad de las normas demandadas, no obstante la improcedencia jurídica de numerosas consideraciones. 2.  La Corte debió decidir de fondo acerca de: (i) la exequibilidad del tipo penal que protege el pleno ejercicio de los derechos de las personas contra actos de racismo o discriminación por razón de “raza, nacionalidad, sexo u orientación sexual”, así como (ii) la exequibilidad  del delito que sanciona la promoción del genocidio. Tales protecciones penales son derivaciones obvias del derecho de igualdad y del principio constitucional de dignidad humana, así como desarrollos de compromisos internacionales del Estado colombiano previstos en tratados públicos debidamente ratificados.  
Para los magistrados Pinilla Pinilla y Pretelt Chaljub el actor señaló claramente la oposición entre las disposiciones legales impugnadas y los artículos 18, 19 y 20 de la Carta Política, que consagran respectivamente, las libertades de conciencia, de cultos y de expresión. Observaron que las aseveraciones del demandante sobre el rechazo de los credos religiosos hacia las orientaciones sexuales alternativas, no se plantearon en forma aislada ni como argumento per se de la inconstitucionalidad de la ley, sino en el contexto de las mencionadas libertades fundamentales, sosteniendo que la manifestación y la expresión de tal rechazo se encuentra vedado en virtud de las disposiciones demandadas. Los magistrados disidentes advirtieron que si bien la contradicción normativa se formula en el escenario específico de la oposición de algunos credos a las orientaciones sexuales diversas, para el actor, el parámetro del juicio de constitucionalidad es el ordenamiento superior y no las doctrinas de algunas religiones. 

Al margen de si el ciudadano tenía o no razón, consideraron que en la demanda se esgrimían con suficiencia los argumentos mínimos de los cuales surge una duda razonable sobre la constitucionalidad de los preceptos demandados frente al ejercicio de las libertades de conciencia y expresión que en concepto del demandante, pueden verse cercenadas por la penalización de  la expresión de dichas convicciones. A su juicio, la Corte tenía elementos suficientes para emitir una sentencia de fondo.  
Por su parte, el magistrado Gabriel Eduardo Mendoza Martelo aclaró su voto, toda vez que, desde su perspectiva, la decisión que adoptó la Sala adicionalmente se justifica, por cuanto el demandante no logró demostrar que la ley cuestionada desencadena las implicaciones inconstitucionales que le atribuye por desconocimiento de los derechos fundamentales a la igualdad  (art. 13 C.P), libertad de conciencia (art. 18 C.P.), libertad de cultos (art. 19 C.P.) y libertad de expresión (art. 20 C.P.).

Advirtió, que los textos penales demandados claramente exigen conductas obviamente dolosas que suponen un actuar arbitrario (contrario a derecho) o comportamientos constitutivos de hostigamiento (acoso) que impidan el ejercicio de los derechos de las personas protegidas y en principio no se advierte (de ahí la razón de una fundamentación más específica) cómo es posible que el ejercicio legítimo, responsable y adecuado de los derechos fundamentales en cuya defensa se actúa, (conforme a los criterios y elementos que los identifican e informan) quepa encasillarlo en las prescripciones penales reprochadas que exigen conductas francamente arbitrarias y hostiles que limiten el ejercicio de derechos específicos (positivados)  o que cause verdadero daño. Observó, que los verbos rectores que las disposiciones penales incorporan suponen un actuar antijurídico francamente inadmisible y cuestionable que el derecho no protege. Los derechos fundamentales aludidos (libertades de conciencia, culto y expresión) tienen unos ámbitos y contenidos predefinidos que legitiman ciertas actuaciones que en modo alguno pueden considerarse arbitrarias o constitutivas de comportamientos hostiles frente a nadie, pues es la propia Constitución la que expresamente las garantiza. Quien predica y difunde su confesión religiosa y en particular algunos principios o dogmas que la orientan y actúa en consonancia con ellos, que es el ejemplo que recurrentemente trajo a colación el demandante, no podría estar in curso en la prescripción típica censurada, pues, su actuar estaría legitimado por una norma constitucional, con rango superior a cualquiera otra (Art. 4 CN).

A juicio del magistrado Mendoza Martelo, tal proceder, entonces, no sería contrario a derecho. De ahí la necesidad de que el demandante explicara por qué el actuar legítimo de los ciudadanos y servidores públicos de cara a lo que la Constitución les permite y reconoce como derecho fundamental, puede acarrear la adecuación típica esbozada, al punto de que la norma legal que la contiene riña con las preceptivas superiores. 

Igualmente, los magistrados Luis Guillermo Guerrero Pérez y Alberto Rojas anunciaron la presentación de una aclaración de voto, pues no obstante estar de acuerdo en que las deficiencias de la demanda no permitían efectuar un examen de fondo sobre los cargos de inconstitucionalidad formulados contra la Ley 1482 de 2011, se había podido hacer un esfuerzo de interpretación –que no fue aceptado por la mayoría- de los argumentos que hubiera permitido resolverla en esta ocasión. 
Los magistrados María Victoria Calle Correa y Jorge Iván Palacio Palacio se reservaron la eventual presentación de aclaraciones de voto relativas a los fundamentos de la inhibición.
